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3. EXPOSICIÓN DE LOS HECHOS 

3.1. CARACTERIZACIÓN DEL ESTADO DE FISCALANDIA. 

1.  Fiscalandia es un Estado unitario, democrático y descentralizado, cuya forma de 

gobierno es republicana, reconoce el principio de separación de poderes, la 

https://www.corteidh.or.cr/tablas/r26308.pdf
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Económicos, Sociales y Culturales (1966), Convención sobre la Eliminación de 

todas las formas de Discriminación Contra la Mujer (1979), Convención 

Interamericana Contra la Corrupción (1996) y la Convención de Naciones Unidas 

contra la Corrupción (2003). 

4.  El Presidente de la República de Fiscalandia es el ex periodista Javier Alonso 

Obregón, electo en febrero de 2017 posterior al derrocamiento del ex Presidente 

Santa María a fines del 2005. 

3.2. FALTA DE TRANSPARENCIA E ILEGITIMIDAD EN LA 

CONVOCATORIA PÚBLICA PARA LA ELECCIÓN DE FISCAL GENERAL DE 

LA REPÚBLICA DE FISCALANDIA. 

5.  El acceso al Concurso de Méritos y Oposición “es ese mecanismo de acceso por 

concurso que permite el ingreso al sistema de carrera judicial y que se completa 

con un periodo de formación en escuelas judiciales, tiene sus particularidades, 

según el país que se realice”1. El concurso debe estar ligado a la trasparencia y 

legitimidad, ante todo la trasparencia, ya que es un principio y un deber básico de 
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3.2.1. CONTEXTO DE VIOLACIONES A LOS DERECHOS HUMANOS DE 

MAGDALENA ESCOBAR. 

8.  El 14 de junio de 2017, el Presidente Obregón emitió un Decreto Presidencial 

Extraordinario para dar inicio al procedimiento de la creación de la “Junta de 

Postulación”, estableciendo que el mandato de la actual Fiscal General de la 

República de Fiscalandia era transitorio por lo que era necesario nombrar una 

nueva persona para ocupar el cargo de forma permanente4. 

9.  Ante la conformación de la Junta de Postulación, el 16 de junio de 2017, 

Magdalena Escobar, quién era la Fiscal General interpuso una demanda de 

Nulidad del Acto Administrativo en contra de la convocatoria realizada mediante 

Decreto Presidencial Extraordinario, ante el Décimo Juzgado Contencioso 

Administrativo de Berena5. 

10. Magdalena sostuvo que el Decreto afectaba su derecho a la inamovilidad en el 

cargo, debido proceso, derecho al trabajo y la garantía de la autonomía de la 

Fiscalía General de la República, solicitando a su vez una medida cautelar, que 

buscaba la suspensión temporal de la convocatoria realizada por el Presidente, 

argumentando que continuar con el proceso de selección podría causar un daño 

irreparable a sus derechos. En ese sentido, la demanda incluía las siguientes 

pretensiones: 

¶  Que se declare nulo el Decreto Presidencial Extraordinario de fecha 14 de 

junio de 2017, y todos los actos posteriores que se deriven de este. 

¶  Que se declare que la garantía de inamovilidad es aplicable a su mandato como 

actual Fiscal General de la República. 

4 Caso Hipotético Maricruz Hinojoza y Otras vs. La República de Fiscalandia, párrafo 19. 
5 Berena es la capital de la República de Fiscalandia. 
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¶  Que se ordene a la Presidencia de la República que se abstenga de activar el 

procedimiento de selección de Fiscal General de la República, mientras que 

no exista vacancia en el cargo. 

11. El juzgado acogió la medida cautelar y fue notificado a la Presidencia de la 

República para que se abstenga nombrar a los miembros de la Junta de 

Postulación. El 19 de junio de 2017, el Abogado del Poder Ejecutivo apeló la 

decisión sobre la medida cautelar relacionada a la suspensión temporal de la 

convocatoria realizada mediante Decreto Presidencial Extraordinario, la misma 

que fue anulada diez días después por la Sala Segunda de Apelaciones de Berena. 

12. El 1 de agosto de 2017, Magdalena Escobar presentó ante la CIDH, en nombre 

propio, una petición por violación a diversos derechos de la CADH. 

13. Durante la  
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3.2.2. CONTEXTO DE VIOLACIONES DE DERECHOS HUMANOS A 

MARICRUZ HINOJOZA Y SANDRA DEL MASTRO. 

15. Una vez levantada la suspensión temporal de la medida cautelar, el Presidente 

Obregón ejecutó el Decreto Presidencial Extraordinario y procedió a nombrar los 

miembros de la Junta de Postulación.  

16. La lista de postulación para la elección del nuevo Fiscal General del Estado quedó 

reducida en 27 aspirantes, entre ellas 2 mujeres y 25 hombres liderando la lista 

Maricruz Hinojoza y Sandra del Mastro. 

17. Del 1 al 15 de septiembre del 2017, se realizaron las respectivas entrevistas a los 

postulantes como parte del proceso de selección para la elección de Fiscal 

General, en la cual se otorgó 5 minutos a cada postulante para presentar y explicar 

sus razones de postulación, las preguntas fueron enfocadas a sus experiencias en 

trabajos pasados, sin embargo, a Hinojoza y del Mastro se les formuló únicamente 

una pregunta a cada una, en referencia a los antecedentes del trabajo y felicitarlas 

por su trayectoria. 

18. El 15 de septiembre del mismo año, la Junta de Postulación procedió a enviarle 

una terna al Presidente Obregón, que estaba encabezada por Domingo Martínez y 
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adoptados el 15 de septiembre, fundamentando que el proceso había sido realizado 

vulnerando principios y garantías básicas aplicables a la selección de las altas 

autoridades del sistema de justicia y derivados. 

20. El Segundo Juzgado Constitucional de Berena rechazó la demanda de amparo, 

declarándola improcedente bajo el argumento de que el nombramiento de Fiscal 

General es una potestad del Poder Ejecutivo. Así mismo, la resolución en 

referencia fue apelada y confirmada por la Corte Suprema de Justicia. 

21. El 01 de abril de 2018, Maricruz Hinojoza y Sandra del Mastro interpusieron una 

petición ante la CIDH, la cual fue registrada bajo el número P-209-18. 

22. Durante la etapa de admisibilidad, la República de Fiscalandia alegó la falta de 

agotamiento de recursos internos, ya que no agotaron la vía adecuada para 

impugnar las decisiones presidenciales y de la Junta de Postulación, que era el 

Proceso de Nulidad. 

23. El 12 de agosto de 2019, la CIDH emitió su Informe de Fondo 13/19, de 

conformidad con el artículo 50 de la Convención Americana, el cual fue notificado 

a Fiscalandia el 21 de agosto de 2019. En su informe de fondo, la CIDH atribuyó 

responsabilidad internacional al Estado de Fiscalandia por la violación de los 

diversos derechos consagrados en la CADH, entre ellos, garantías judiciales, 

libertad de pensamiento y expresión, igualdad ante la ley y protección judicial, 

todos en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento, en perjuicio de 
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3.3 CONTEXTO DE VIOLACIONES DE DERECHOS HUMANOS A MARIANO 

REX. 

24. El 01 de  abril del 2017, Javier Alonso Obregón Presidente del Estado de 

Fiscalandia presentó una demanda de amparo en contra del artículo 50 de la 

Constitución Política, la cual prohíbe la reelección indefinida, por tanto, Obregón 
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haber incurrido en la causal de “Incumplimiento grave de la obligación de motivar 

debidamente sus decisiones”7. 

28. El 15 de diciembre de 2017, Mariano Rex, presentó a la Comisión Interamericana 

de Derechos Humanos una petición por la violación de su derecho a gozar de 

garantías judiciales, caso asignado con el número P255-17. 

29. Durante la etapa de admisibilidad, la República de Fiscalandia alegó la falta de 
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caso en concreto, es decir que la Corte IDH podrá declarar que tiene competencia 

en relación con las violaciones o presuntas violaciones de los derechos humanos, 

siempre y cuando las mismas hayan ocurrido con posterioridad al momento en 

que el Estado le haya reconocido competencia8; 

file:///C:/Users/Windows/Downloads/Dialnet
file:///C:/Users/Windows/Downloads/Dialnet
https://www.corteidh.or.cr/tablas/r26308.pdf
file:///C:/Users/Windows/Downloads/Dialnet
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y que se le haya vulnerado un derecho consagrado en el mismo instrumento, podrá 

presentar a la Comisión una petición en donde contenga denuncias sobre la 

violación de sus derechos; y en razón del lugar (ratione loci), de acuerdo con el 

artículo 1.1 de la CADH, los Estados deben respetar los derechos y libertades 
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sido violados13, es decir, que puede volverse ineficaz si se lo subordina a 

exigencias procesales que lo hagan inaplicable, produciendo resultados 

desfavorables para los interesados cuando no se aplica imparcialmente14. 

35. Respecto a la falta de agotamiento de los recursos internos, las presuntas víctimas 

no agotaron los recursos establecidos por el Estado de Fiscalandia, entre ellos el 

recurso de reconsideración para Mariano Rex; el recurso administrativo referente 

al proceso de nulidad para Maricruz Hinojoza y Sandra del Mastro, dichos 

recursos no se agotaron ya que no se garantizó el debido proceso y no existía la 

imparcialidad por parte del Estado de Fiscalandia; en el Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen 

Peña vs Bolivia15, la Corte IDH establece que el debido proceso implica que el juez 
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43. 
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correlación a los hechos del caso, Maricruz Hinojoza y Sandra del Mastro 

debieron ser tratadas en igualdad de condiciones, oportunidades, aquello se 

remonta al hecho ocurrido en contra de ellas, en específico, al tiempo de duración 

de la entrevista para la elección del cargo de Fiscal General del Estado. 

46. Por otro lado, existió discriminación hacia Maricruz Hinojoza y Sandra del 

Mastro, por un trato diferente aplicado de manera arbitraria o injustificada, frente 

a los demás postulantes, el trato diferenciado se ocasiona en el momento en que a 

ellas les realizaron una sola pregunta a diferencia de los demás postulantes. 

47. La Comisión IDH ha determinado que una distinción constituye discriminación 

cuando “a) hay una diferencia de tratamiento entre situaciones análogas o 

similares; b) la diferencia no tiene una justificación objetiva y razonable; c) no 

hay razonable proporcionalidad entre los medios empleados y el objetivo cuya 

realización se persigue29. En relación al primer punto, al momento de que las 

víctimas acudieron a la Junta de Postulación para la fase de la entrevista, única y 

exclusivamente les realizaron una pregunta, 
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de la medida y sopesarlos con la importancia del objetivo perseguido, bajo este 

concepto, el trato diferenciado no es proporcional al fin buscado, debido a que la 

que la decisión de la junta de tratar diferente en un concurso público a unos y 

otros, no tiene justificación jurídica. 

48. De la misma manera, el artículo 1.1 de la CADH30 establece que todos los Estados 

deben respetar los derechos consagrados en la Convención, por tanto, el Estado 

de Fiscalandia se encontraba en la obligación de respetar el derecho de igualdad 

ante la ley. 

49. De acuerdo con el criterio vertido en el Caso Apitz Barbera y otros vs. Venezuela, 

la Corte especificó que “si un Estado discrimina en el respeto o garantía de un 

derecho convencional, violaría el artículo 1.1 y el derecho sustantivo en cuestión”. 

El Estado de Fiscalandia vulneró el derecho a la igualdad ante la ley ya que se 
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la mujer, indicó que los Estados Partes deben respetar el principio de la igualdad 

en la ley y ante la ley lo cual incluye a los órganos administrativos y 

jurisdiccionales31, ampliando la responsabilidad a todos los órganos de los 

Estados, en relación a los hechos suscitados, el Estado de Fiscalandia no adoptó 

las medidas necesarias para respetar el principio de igualdad ante la ley, debido a 

que Maricruz Hinojoza y Sandra del Mastro fueron discriminadas en razón de su 

género para ocupar el cargo de Fiscal General del Estado. 

51. El principio de igualdad es uno de los principios rectores de todo el derecho 

internacional de los DDHH32 por tanto, incluye el derecho de ser tratado en 

igualdad de condiciones, considerándose como un principio rector y los Derechos 

Fundamentales. La CEDAW en su artículo 133 establece que la discriminación 

hacia la mujer denota distinción, exclusión, entre otros; menoscabando el 

reconocimiento de sus derechos por motivos de su sexo, para el caso específico 

de lo ocurrido en contra de Maricruz Hinojoza y Sandra del Mastro, fueron 

excluidas para ejercer el cargo público por el hecho de ser mujeres. 

52. Por otro lado, los hechos ocurridos en contra de Maricruz Hinojoza y Sandra del 

Mastro vulneraron el principio de paridad, la Corte IDH en su jurisprudencia 

31 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Observación general Nº 16, La igualdad de 
derechos del hombre y la mujer al disfrute de los derechos económicos, sociales y culturales (artículo 3 del 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 2005, párr. 9. ““los Estados Partes 
deben respetar el principio de la igualdad en la ley y ante la ley”, advirtiendo que la igualdad ante la ley 
implica que los órganos administrativos y jurisdiccionales “deben aplicar la ley por igual a hombres y 
mujeres” 
32 CIDH. Informe No. 67/06. Caso 12.476. Fondo. Oscar Elías Biscet y otros. Cuba. 21 de octubre de 2006, 
párr. 228; CIDH. Mujeres Indígenas desaparecidas y asesinadas Columbia Británica, Canadá. 
OEA/Ser.L/V/II. Doc. 30/14. 21 diciembre 2014, párr. 130; y CIDH. Violencia contra personas 
Lesbianas, Gay, Bisexuales, Trans e Intersex en América. OAS/Ser.L/V/II rev.2 Doc. 36. 12 noviembre 
2015, 
párr. 422. 
33Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer en su artículo 
primero, articulo 1 La expresión "discriminación contra la mujer" denotará toda distinción, exclusión o 
restricción basada en el sexo que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce 
o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y 
la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, 
cultural y civil o en cualquier otra esfera”. 
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destitución por parte de la Corte Suprema de Justicia se origina en una decisión 

carente de imparcialidad, que se basó en una razón subjetiva, al cuestionar la 

resolución emitida por el prenombrado, que negaba la demanda propuesta por el 

Presidente Obregón en cuanto a la reelección indefinida. Esta defensa se plantea 

lo siguiente ¿Qué garantías podía brindar el Estado de Fiscalandia a Mariano Rex, 

si todo recurso que se hubiese interpuesto, sería conocido por la misma Corte de 

Justicia que lo destituyó? 

55. En relación a la idoneidad de que un juez independiente conozca la causa o el 

recurso, en Tribunal Interamericano el caso Reverón Trujillo vs. Venezuela, 

señaló que el derecho a un juez independiente como parte de una garantía judicial, 

implica el derecho del ciudadano de ser juzgado por un juez independiente
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permanecer en su cargo, como consecuencia de la garantía de inamovilidad en el 

cargo. 
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Hinojoza y Sandra del Mastro lo solicitaron, ello denota la no transparencia del 

concurso. 

61. El Tribunal Europeo en el caso Hadjianastassiou vs. Grecia, ha señalado que “las 

decisiones que adopten los órganos internos que puedan afectar derechos humanos 

deben estar debidamente fundamentadas, pues de lo contrario serían decisiones 

arbitrarias44, por lo tanto, la decisión de la destitución del cargo como Fiscal de 

Escobar fue arbitraria, recalcando que Magdalena Escobar cumplía su labor de 

manera correcta y respaldándose en la normativa interna, adicional a aquello, el 

Presidente Obregón no notifico a la víctima acerca de su destitución, sino hasta 

que se decidió crear la Junta de Postulación
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sea en la Convención, en la Constitución o en las leyes50, lo cual no implica 

evaluar dicha efectividad en función a una eventual resolución favorable a los 

intereses de la víctima51. Todo ello es exigible de un recurso no sólo en situaciones 

de normalidad, sino también en circunstancias excepcionales. 

63. Con relación a la efectividad, el Tribunal ha resaltado que la obligación del 
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que deben ser sustanciados de conformidad con las reglas del debido proceso 

legal”, dentro de la obligación general de garantizar el libre y pleno ejercicio de 

los derechos reconocidos por la CADH a toda persona que se encuentre bajo su 

jurisdicción54. 

4.3.4. VULNERACIÓN DEL DERECHO AL ACCESO A LA INFORMACIÓN 

PÚBLICA. 

66. La Corte IDH en su jurisprudencia señala que quienes están bajo la protección de 

la Convención Americana tienen el derecho de buscar, recibir y difundir ideas e 

informaciones de toda índole, así como también el de recibir y conocer las 

informaciones e ideas difundidas por los demás55. Es decir que el acceso a la 

información pública en relación con otros derechos como lo es el derecho a la 

libertad de expresión 
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reconsideración que realizaron varios postulantes que se sentían disconformes con 

los puntajes asignados, teniendo como respuesta que la Junta podía calificar bajo 

su criterio. 

69. Siguiendo la misma línea argumentativa, el Estado de Fiscalandia vulneró el 

derecho al acceso a la información pública de Maricruz Hinojoza y Sandra del 

Mastro ante la poca transparencia e imposibilidad de acceder a información sobre 

los antecedentes de los postulantes y sobre las reglas de evaluación; por ello, se 

resalta el pronunciamiento del Comité Jurídico Interamericano: “Toda persona 

puede acceder a la información en posesión de órganos públicos, sujeto sólo a un 

régimen limitado de excepciones”58

http://www.oas.org/cji/CJI-RES
http://www.oas.org/cji/CJI-RES
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- Indemnización monetaria a Magdalena Escobar. 

- Instar al Estado a llevar el concurso de méritos bajo estándares internacionales, 

permitiendo veeduría internacional. 

36 


